
ANEXO XLVI

Ley de Planeación
(Miguel de la Madrid)

(Diario Oficial del 5 de enero de 1983)

Exposición de Motivos
(Fragmento inicial)

La iniciativa que hoy se somete a la consideración del Honorable Congreso de la 
Unión, se propone establecer un marco normativo para la planeación, instituyéndola y 
regulando su ejecución de acuerdo a las necesidades del desarrollo nacional.

Respondemos así al compromiso contraído con el pueblo por un mandato electoral en 
el que la voluntad política mayoritaria ratificó expresamente su adhesión a un programa 
de gobierno de que la planeación democrática es elemento medular.

Una sociedad nacional cada vez más compleja y en contacto con una situación 
internacional de desorden e incertidumbre exige una estrategia clara e integral de 
desarrollo, que conjunte y oriente los esfuerzos de los mexicanos para avanzar en la 
transformación de la realidad hacia una sociedad más igualitaria y libre.

La planeación democrática constituye un eficaz instrumento para darle rumbo y 
contenido a nuestra estrategia de desarrollo, mediante un proceso de negociación política 
que conciliando intereses y atendiendo las necesidades de las mayorías, de respuesta a 
los retos de nuestro tiempo. Durante la campaña política se nos hizo patente, en todo el 
país, la necesidad de consolidar un Sistema de Planeación. La comunidad se manifestó 
por la generación y aplicación de planes integrales, por un mayor orden y transparencia 
en el gobierno y por la existencia y la difusión de criterios claros de asignación de 
recursos, entre otras demandas. Por ello postulamos la planeación democrática como 
uno de los principios fundamentales de nuestro programa político, que a su vez propicie 
el logro de los otros propósitos.

Es en momentos de crisis cuando más se debe planear, para definir, con la participación 
social, las prioridades de asignación de recursos escasos y asegurar que los esfuerzos 
de corto plazo estén vinculados a los de largo plazo y converjan a la satisfacción de las 
demandas populares.

La escasez relativa de nuestros recursos, en comparación con la magnitud del desafío, 
exige que la estrategia de desarrollo se realice en una manera ordenada y racional a 
través de un sistema organizado y participativo de planeación que fije objetivos y metas, 
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determine estrategias y prioridades, asigne recursos, responsabilidades y tiempos de 
ejecución, coordine esfuerzos y evalúe resultados.

En síntesis, la complejidad de la sociedad mexicana, los desequilibrios en el orden 
internacional, la gravedad de la coyuntura y la magnitud de los retos del país hacen 
imprescindible que se fortalezca la planeación como instrumento de transformación 
social y se le institucionalice en un Sistema Nacional de Planeación Democrática.

La práctica de la planeación no es nueva en México ni en el mundo, pero requiere 
adaptarse a las necesidades de cada lugar y momento. Existe una amplia experiencia 
de planeación en un gran número de países con distintos sistemas de organización 
económica, política y social.

La planeación no es patrimonio exclusivo de un sistema económico o político; por 
el contrario, ante un contexto internacional de incertidumbre política y desorden 
económico, con un creciente predominio de las empresas transnacionales, cuyo poder 
económico, financiero y tecnológico les permite un mayor control de las transacciones 
económicas internacionales, los Estados modernos han adoptado la planeación para 
evitar que sean los acontecimientos externos y la acción de las transnacionales, quienes 
buscando solamente su interés y beneficio, dicten la orientación y la estructura del 
crecimiento.

En México, el establecimiento del Sistema Nacional de Planeación Democrática 
representa un paso más, en los esfuerzos iniciados desde 1930 con la Ley sobre 
Planeación General de la República, para orientar y promover racionalmente las 
acciones de desarrollo económico y social hacia la consecución del proyecto nacional 
contenido en la Constitución.

Durante varios decenios el Estado mexicano ha llevado a cabo numerosos esfuerzos 
y utilizado diversos instrumentos de planeación, aún cuando su concepción ha ido 
variando.

En 1930 se trataba principalmente de realizar un inventario regionalizado de recursos, 
para planear las obras públicas que requería la construcción de la infraestructura física, 
que apoyara el programa nacional.

Los planes adoptados desde entonces representaron avances importantes en el proceso 
y en las técnicas de planeación. En especial, el Plan Sexenal de 1934-1940 permitió al 
Estado contar con una clara plataforma de orientación de los procesos de desarrollo.

A partir de entonces se avanzó más en la programación de inversiones que en un sistema 
integral de planeación. En el Programa de Inversiones Públicas 1954-1958 se utilizaron 
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por primera vez las cuentas nacionales para fijar metas precisas de crecimiento, y se 
sujetó la inversión pública a un programa general de desarrollo.

El Plan de Acción Inmediata 1962-1964 y el Plan de Desarrollo Económico y Social 
1966-1970 establecieron directrices para la inversión pública, y estímulos a la iniciativa 
privada por medio de marcos indicativos. Este último plan se complementó con el 
Programa de Inversiones Públicas 1966-1970.

En 1975 el Partido Revolucionario Institucional elaboró el Plan Básico de Gobierno, 
que coadyuvó a fortalecer el proceso de planeación, al sistematizar sus bases políticas 
y articular las demandas populares.

En los últimos años, la planeación registró avances considerables; se han sentado las 
bases y creado las condiciones políticas, técnicas y administrativas que hoy permiten 
concebir como alcanzable el propósito de ubicar a la planeación democrática como el 
eje del quehacer nacional.

Entre los principales logros se cuentan el haber dado los primeros pasos para la 
conformación de un sistema nacional de planeación y la formulación del Plan Global de 
Desarrollo 1980-1982, así como de planes sectoriales y estatales. Estos esfuerzos y en 
particular el Plan Global, ha merecido el reconocimiento de los expertos en planeación 
de las Naciones Unidas.

Recientemente, en la campaña electoral, el Partido Revolucionario Institucional llevó a 
cabo un proceso de consulta y difusión de su plataforma electoral, integrada en un Plan 
Básico 1982-1988.

Este documento fue analizado, criticado y enriquecido en todo el país y sirvió de base 
para integrar, después de las elecciones, comisiones de programación de la consulta 
popular, que permitieron sistematizar el abundante material de la campaña, manteniendo 
la continuidad entre los planteamientos surgidos en la misma y las propuestas para la 
integración del programa del gobierno.

En todo el proceso mencionado, junto a los avances, se deben reconocer las 
insuficiencias. Una de ellas fue la falta de una clara obligatoriedad del plan para los 
sectores de la Administración Pública Federal. Como consecuencia no se logró una 
adecuada vinculación entre las políticas de desarrollo y los objetivos e instrumentos de la 
planeación, dificultando el cumplimiento del plan global de desarrollo, particularmente 
por las divergencias entre el presupuesto estimado y el realizado, y por la insuficiencia 
en los ingresos propios.

Por otra parte, la integración del plan global en fecha posterior a la publicación de los 
planes sectoriales obstaculizó la congruencia de los mismos y, por tanto, su expresión 
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en las políticas sectoriales. A esta situación contribuyó el hecho de carecer de una 
definición precisa de las responsabilidades y atribuciones que le competen a cada nivel 
de planeación.

En general, el diseño de planes de mediano plazo no fue acompañado de un desarrollo 
similar en la capacidad para traducirlos en decisiones de gasto, y en acciones ubicadas 
en el tiempo y en el espacio, susceptibles de ser controladas y evaluadas.

En la actualidad, el desarrollo de un sistema de planeación capaz de formular planes 
y garantizar la efectividad de su cumplimiento se debe alimentar de la experiencia 
acumulada en más de medio siglo.

El punto de partida de un sistema de planeación es, ante todo, el medio para lograr el 
ejercicio de las atribuciones que la Constitución y las leyes otorgan al Estado, rector 
del desarrollo, a fin de regular y promover la vida económica, social, política y cultural 
del país, e intervenir en ella para asegurar el cumplimiento de los grandes propósitos 
nacionales, pero evitando en todo momento inhibir o sustituir las iniciativas individuales 
y comunitarias de la población para mejorar sus condiciones de vida.

La planeación democrática, como método de gobierno, organizará el trabajo y las 
tareas del sector público, y permitirá incorporar las actividades de los sectores social y 
privado en la consecución de los objetivos nacionales.

Así entendida, la planeación no es sólo un proceso técnico de toma de decisiones, 
elección de alternativas y asignaciones de recursos: constituye, fundamentalmente, un 
proceso de participación social en el que la conciliación de intereses y la unión de 
esfuerzos permiten el logro de objetivos validados por toda la sociedad.

Es por ello que en esta iniciativa se persigue que los ejercicios técnicos indispensables 
estén en todo momento subordinados al carácter democrático y participativo del sistema 
que se propone. De esta manera, el Plan, los programas derivados de la actividad de 
planeación, y las acciones de gobierno expresarán un mandato popular. Ello será 
el principal apoyo del gobierno para ponerlos en práctica frente a las resistencias y 
obstáculos de toda índole que inevitablemente se deberán enfrentar.

La planeación democrática deberá atender al fortalecimiento de la soberanía y la 
independencia nacionales, en lo político, lo económico y lo cultural, como expresión 
de nuestro nacionalismo revolucionario.

La planeación atenderá también a la preservación y el perfeccionamiento del régimen 
democrático, republicano, federal y representativo que la Constitución establece, así 
como a la consolidación de la democracia como sistema de vida fundado en el constante 
mejoramiento económico, social y cultural del pueblo.
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Para avanzar en la libertad hacia la construcción de una sociedad igualitaria, la 
planeación apoyará las medidas tendientes a hacer posible la igualdad de derechos y 
oportunidades, favoreciendo una distribución más equitativa del ingreso, la atención de 
las necesidades básicas de la población y la mejoría de la calidad de la vida.

A fin de contribuir eficazmente a lograr una renovación moral de la sociedad, la 
planeación democrática atenderá a la necesidad de que la función pública se desempeñe 
con eficiencia y probidad, procurando que estos principios se extiendan a todos los 
sectores sociales y a todos los aspectos del quehacer nacional.

Asimismo, será un principio esencial del Sistema de Planeación que proponemos, 
el fortalecimiento en la capacidad de los tres órdenes de gobierno –federal, estatal y 
municipal– para conducir la planeación del desarrollo en sus distintos ámbitos. En este 
sentido, la planeación permitirá avanzar en la necesaria descentralización de la vida 
nacional.

En síntesis, la planeación democrática ha de ser instrumento para promover una 
política de desarrollo que refuerce las bases sociales del Estado, la viabilidad de 
nuestras instituciones, imprima transparencia a las acciones del gobierno y oriente 
la actividad económica para satisfacer las necesidades de la sociedad a través de 
un desarrollo integral, que defienda y promueva el empleo y combata la inflación 
y la carestía.

Así como la planeación no es panacea, la formulación de planes y programas no garantiza 
por sí misma su eficaz cumplimiento. Un marco jurídico adecuado permitirá consolidar 
avances y superar deficiencias para que el plan y los programas trasciendan la etapa 
de formulación y se realicen de manera efectiva, reconociendo que las cambiantes 
condiciones de la realidad pueden obligar a su modificación y actualización.

En este sentido, se deriva de la experiencia reciente la necesidad de afirmar en la ley los 
diversos criterios y bases fundamentales de la planeación. Ante todo, conviene destacar 
que la estructura institucional del Sistema Nacional de Planeación Democrática se 
integra por todas aquellas dependencias y entidades de la administración pública 
federal y las representaciones de los grupos sociales que participan en las actividades 
de planeación, vinculadas a través de: los responsables de cada dependencia o entidad, 
las unidades de planeación de las mismas, las comisiones intersecretariales que se 
establezcan, y los mecanismos de participación que se definirán en las disposiciones 
reglamentarias de esta ley.

El sistema consta de un conjunto de elementos que, manteniendo su autonomía, están 
vinculados funcionalmente para permitir que los responsables de la planeación tomen 
decisiones de manera congruente.
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Las actividades que se realizan dentro del sistema comprenden al proceso en el cual se 
cumplen las etapas de formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los 
programas, y se precisan procedimientos de participación.

El Sistema Nacional de Planeación Democrática adquiere vigencia al establecerse el 
proceso de planeación, las atribuciones de sus componentes y sus formas de relación; 
y al precisarse el plan y los programas que se generan dentro de él, así como su 
jerarquía, alcance temporal y geográfico. Todo ello conforma el contenido de la 
presente iniciativa de ley.

El sistema que se propone permitirá racionalizar los recursos humanos del sector 
público, y se apoyará en la estructura institucional derivada de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal.

El Congreso de la Unión formará parte del Sistema Nacional de Planeación Democrática 
y a través del Congreso participarán los partidos políticos.

Así como en la ejecución de las acciones administrativas se han diferenciado claramente 
tres niveles –global, sectorial e institucional– también en la planeación se deben 
distinguir esos niveles.

Ello permite definir responsabilidades y tareas de planeación, concentrándose en el 
logro de los objetivos y prioridades de cada ámbito, y permitiendo que los distintos 
responsables de sector o de entidad coordinada decidan por sí mismos los mejores medios 
y formas para el logro de lo planeado. Así, la iniciativa de ley se ciñe rigurosamente 
a los principios normativos que regulan a la Administración Pública Federal y busca 
que la integración del sistema responda a los requerimientos de coherencia técnica y 
coordinación institucional, indispensables para que la planeación pueda dar los frutos 
que de ella se esperan, manteniendo a la vez la flexibilidad necesaria para permitir la 
participación ágil y operativa de las diferentes dependencias y entidades.

La planeación global se encarga de orientar y dar congruencia a todo el proceso de 
planeación que se realiza en el país. A este nivel le corresponde la planeación de carácter 
macroeconómico y la regional, que incluye la coordinación de los programas en los que 
intervienen dos o más entidades federativas.

En el nivel global es donde se integra el Plan Nacional de Desarrollo, principal 
documento orientador del sistema, y en cuya elaboración participan los grupos sociales, 
los gobiernos estatales y los coordinadores de cada sector administrativo.

En esta iniciativa, siguiendo el precedente ya establecido por las disposiciones vigentes, 
se confiere a la Secretaría de Programación y Presupuesto la responsabilidad de la 
planeación global. Esta dependencia sería principalmente normativa y de integración, 
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para dar congruencia a las acciones de planeación que realicen los sectores y las 
instituciones, y verificar el avance en la consecución de los objetivos nacionales y el 
logro de las prioridades intersectoriales del plan.

Dentro del sistema, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mantiene una función 
de apoyo global al proyectar los ingresos públicos, considerando las necesidades del 
gasto y la sanidad financiera del erario federal.

Sus nuevas responsabilidades de planeación y coordinación del sistema bancario 
nacionalizado se ejercerán procurando el cumplimiento de los objetivos y prioridades 
del plan nacional y sus programas. De esta manera se vinculan los aspectos financieros 
a la planeación, dándole más realismo y congruencia.

En el nivel sectorial el sistema se integra básicamente con las dependencias del 
ejecutivo que tienen bajo su responsabilidad la coordinación de los asuntos de un solo 
sector administrativo.

Las funciones de la planeación sectorial consisten en expresar, en su ámbito de 
competencia los objetivos nacionales definidos en la planeación global. Además, 
la planeación sectorial establece los objetivos y prioridades propios del sector, y 
proporciona un marco para la planeación de las entidades coordinadas. En este nivel 
se elaborarán programas sectoriales de mediano plazo, con sus correspondientes 
programas anuales que desagregarán e instrumentarán al plan nacional en cada sector 
administrativo.

Los programas de tipo intersectorial serán formulados y coordinados por comisiones 
intersectoriales, que aseguren la participación congruente de dos o más dependencias.

Finalmente, el nivel institucional del sistema queda integrado por las entidades de la 
administración paraestatal. El Presidente de la República determinará mediante decreto 
aquellas entidades que deberán elaborar programas de mediano plazo, ya que muchas 
de ellas, por su tamaño, no cuentan con la infraestructura necesaria para integrarlos, 
en cuyo caso se vincularían al programa sectorial correspondiente. Sin embargo, todas 
las entidades paraestatales deberán participar en el sistema de planeación a través de 
programas anuales elaborados por ellas mismas, que fijen objetivos evaluables desde el 
coordinador del sector correspondiente.

Para efectos operativos, el proceso de planeación se concibe conformado por cuatro 
etapas o fases con un orden metodológico pero que en el tiempo pueden darse 
simultáneamente, en virtud del carácter permanente y continuo de la planeación.

Tales etapas son las de formulación, instrumentación, control y evaluación y su cabal 
cumplimiento asegurará la vinculación entre el mediano y el corto plazo.
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La formulación se refiere a la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y los 
programas de mediano y largo plazo. La instrumentación se refiere a la elaboración 
de programas operativos anuales en los que los objetivos de mediano y largo plazo se 
expresan en términos de metas específicas y se precisan los instrumentos y acciones 
que habrán de ponerse en práctica en cada ejercicio, así como los recursos de toda 
índole que con tal propósito se asignarán a la realización de cada acción prevista.

La instrumentación del plan y los programas es tan importante como su diseño inicial, 
y se lleva a cabo a través de cuatro vertientes que permiten definir el carácter operativo 
y jurídico de los instrumentos y acciones adecuados a cada caso.

La vertiente de obligación se aplica a la Administración Pública Federal centralizada y 
a la paraestatal, con las modalidades propias a la distinta naturaleza de las dependencias 
y entidades que la integran. Con ello, se establece el principio de comprometer al sector 
público ante todo, a ser el más transparente y fiel ejecutor de lo planeado. Así, resulta 
imperioso ampliar el horizonte de la planeación, superando las limitaciones de una 
elaboración anual del presupuesto que, aunque uno de los instrumentos centrales de 
política, no es suficiente para armonizar la diversidad de factores que se deben tomar 
en cuenta en la planeación.

La vertiente de inducción se refiere al manejo de instrumentos de política económica 
y social y su impacto en las decisiones de los particulares, para el cumplimiento de los 
objetivos establecidos por la planeación.

La vertiente de concertación comprende las acciones que acuerden realizar 
conjuntamente el sector público y los particulares, personas físicas o morales de 
derecho social y privado.

La vertiente de coordinación incorpora las acciones en materia de planeación que la 
federación realice con los gobiernos de las entidades federativas y, a través de éstos, 
con los de los municipios.

La etapa de control se refiere a las tareas necesarias para lograr una oportuna detección 
y corrección de desviaciones e insuficiencias, tanto en la instrumentación como en la 
ejecución de las acciones, a fin de asegurar que cumplan cabal y adecuadamente los 
objetivos establecidos por la planeación.

La evaluación comprende la acción de cotejar periódicamente previsiones y resultados, 
para retroalimentar las actividades de formulación e instrumentación, con lo que se 
cierra el ciclo y se asegura el carácter flexible y dinámico de todo el proceso.

Es importante aclarar que el control y la evaluación propios de la planeación son 
selectivos; se concentran en los objetivos y prioridades de cada nivel a partir de los 
resultados de la ejecución.
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En este sentido se distinguen de las funciones de control y evaluación de la gestión 
administrativa, que realizará el órgano de Contraloría del Poder Ejecutivo, en los 
términos de la iniciativa de decreto de reformas y adiciones a la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal que, por separado, he sometido a la consideración de 
ese H. Congreso de la Unión, las cuales se concentran en la vigilancia del uso de recursos 
y del ejercicio de funciones de la Administración Pública Federal, en su conjunto.

La necesaria infraestructura que requiere el proceso de planeación debe armonizarse 
con las actividades que se realizan en este sentido, como son las de generar y analizar 
información estadística y geográfica, capacitación de personal e investigaciones 
específicas, para vincular su organización y funcionamiento a la planeación, y 
propiciando su integración funcional en los diferentes niveles del sistema, con base 
en el principio general de mantener centralizada su normatividad y descentralizada su 
operación.

Los párrafos siguientes destacan los aspectos más relevantes de la iniciativa, en los 
órdenes jurídico y administrativo de la materia que se propone regular.

El Capítulo Primero establece que las disposiciones de la ley son de orden público e 
interés social. Esta declaración tiene como finalidad el que la administración pública 
pueda actuar con suficiente flexibilidad cuando ello sea necesario y en beneficio del 
interés general o de la economía nacional, en vista de que los objetivos que se persiguen 
con la planeación superan el interés particular. Por tanto, las acciones planeadas y sus 
consecuencias, quedan sometidas a un régimen de derecho público, compatible con la 
naturaleza de los responsables de aplicar y administrar la ley.

El carácter de orden público e interés social de la ley se explica también en la 
medida en que las actividades que regula, quedan en todo momento sujetas a la 
observancia de principios generales y a la consecución de los objetivos y prioridades 
del desarrollo nacional.

Tal carácter presupone asimismo, el apoyo jurídico necesario para imponer modalidades 
en la convención o contratación de las acciones previstas, cuando se trate de preservar 
el interés general.

El propio capítulo define el objetivo de la ley, que consiste fundamentalmente en regular 
el ejercicio de la Planeación Nacional del Desarrollo, obligatoria para la Administración 
Pública Federal y en establecer las bases para la integración y funcionamiento del 
sistema nacional de planeación democrática, la coordinación en materia de planeación 
entre la federación y los estados, la concertación e inducción de acciones respecto de 
los particulares y en general del conjunto de la población y la participación social para 
la planeación.
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Se fijan principios en los que estará basada la planeación, los que derivan de los 
postulados constitucionales y responden al imperativo de impulsar y dirigir los 
esfuerzos de la sociedad hacia la consecución de las metas que configuran el proyecto 
nacional. Para ello, se establecen en el Artículo segundo los contenidos generales a los 
que deberá atender el ejercicio de la planeación.

La iniciativa define a la planeación nacional del desarrollo como un medio o instrumento 
del Ejecutivo de la Unión, para el ejercicio de las atribuciones que las leyes confieren al 
Estado para intervenir en la vida de la nación.

Por otra parte, se atribuye al Poder Ejecutivo Federal la responsabilidad de conducir la 
Planeación Nacional del Desarrollo.

Para que el Poder Legislativo de la Unión conozca y participe de las tareas de planeación, 
así como de la ejecución de las acciones relativas, el proyecto de ley establece que el 
Ejecutivo hará llegar al Congreso de la Unión los criterios que servirán de base para 
la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo, a efecto de que esa representación 
nacional formule las observaciones y recomendaciones que juzgue pertinentes; 
informará anualmente de la ejecución del plan y los programas a través de las diferentes 
instancias que la Constitución contempla como facultades de las Cámaras para analizar 
la actuación del Poder Ejecutivo Federal, estas son: el Informe Presidencial; las cuentas 
anuales de la Hacienda Pública Federal y el Departamento del Distrito Federal; las 
iniciativas de leyes de ingresos; los proyectos de presupuestos de egresos; el informe 
que los secretarios de Estado y los jefes de los departamentos administrativos deben 
rendir al Congreso de la Unión, y las comparecencias de éstos y de los directores de las 
entidades paraestatales, cuando sean citados para ello por cualquiera de las Cámaras en 
los términos de la Constitución y la ley.

La iniciativa determina también que los titulares de las dependencias informen sobre 
la aplicación de los instrumentos de política económica y social que por razón de sus 
competencias les corresponda administrar, señalando las relaciones que hubiere entre el 
proyecto de ley o negocio de que se trate y los objetivos y prioridades de la planeación 
nacional, relativos a la dependencia o entidad a su cargo.

En este sentido, las normas que propone la iniciativa presuponen un ejercicio congruente 
de reglamentación de los dispositivos constitucionales correspondientes, que permitirán 
aportar al Poder Legislativo mayores elementos de juicio que complementen sus tareas 
de revisión.

La obligatoriedad de la planeación para la Administración Pública Federal, se gradúa 
en lo que respecta a las entidades paraestatales, considerando su autonomía en los 
aspectos patrimoniales y de personalidad jurídica, principalmente.
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Con el propósito de contribuir a institucionalizar la planeación, se propone que los 
proyectos de iniciativa de leyes contengan la expresión de las relaciones que guarden 
con la Planeación Nacional de Desarrollo.

Se confiere la aplicación del ordenamiento al Ejecutivo Federal y se le otorga la 
facultad de interpretarla para efectos administrativos, por conducto de la Secretaría 
de Programación y Presupuesto. Con ello se busca la debida unidad de criterio en la 
administración de la ley.

El Capítulo Segundo se refiere al Sistema Nacional de Planeación Democrática a través 
del cual la Administración Pública Federal llevará a cabo las tareas de la planeación 
nacional del desarrollo.

Se propone que todas las dependencias y entidades participen en el sistema y se 
integren a él a través de las unidades administrativas que resulten idóneas, para lo cual 
el Ejecutivo Federal determinará lo conducente.

La dinámica que presupone la operación del Sistema Nacional de Planeación 
Democrática requerirá de ajustes y adecuaciones oportunas que coadyuven eficazmente 
con sus propósitos; por ello la iniciativa reserva al Ejecutivo Federal la facultad de 
establecer las normas relativas a la organización y funcionamiento del propio sistema.

La iniciativa de ley reconoce que el proceso de planeación se desarrolla a través de las 
etapas de formulación, instrumentación, control y evaluación; pero reserva también 
para las disposiciones reglamentarias de la ley, el desarrollo en detalle de los contenidos 
administrativos de cada una de las etapas del proceso.

El mismo capítulo señala con precisión y claridad las atribuciones que en materia de 
planeación corresponderán a las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, dentro del Sistema Nacional de Planeación Democrática.

Así, la Secretaría de Programación y Presupuesto será responsable de coordinar las 
actividades de planeación, de integrar el plan nacional de desarrollo y de proyectar la 
planeación regional y elaborar los programas especiales que le señale el Presidente de 
la República.

A la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito del sistema, le corresponde 
participar en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo respecto de la definición 
de las políticas financiera, fiscal y crediticia, y en general procurar el cumplimiento de 
los objetivos y prioridades del plan y los programas en el ejercicio de sus atribuciones.

Las Secretarías de Estado y los Departamentos Administrativos tendrán a su 
cargo la planeación nacional de índole sectorial. Esta responsabilidad se traducirá 
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en la elaboración de programas sectoriales, tanto de mediano plazo como los 
operativos anuales.

Por lo que hace a las entidades paraestatales en el ámbito del Sistema Nacional de 
Planeación Democrática, realizarán actividades de planeación nacional del desarrollo y 
producirán, en consecuencia, programas institucionales.

Por lo demás, todas las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
para la Ejecución del Plan y los programas mencionados, elaborarán programas anuales 
respecto a sus atribuciones y funciones u objeto, los que regirán durante el año de que 
se trate, las acciones de la Administración Pública Federal, en su conjunto.

En el mismo capítulo propone la creación de las Comisiones Intersecretariales, que 
permitan atender las acciones de la Planeación en las que estén involucradas varias 
Secretarías de Estado o Departamentos Administrativos, así como para la elaboración 
de los programas especiales que determine el Presidente de la República.

En el Capítulo Tercero, para que se lleve a cabo la participación social en las tareas de 
la planeación y la expresión amplia de opiniones y propuestas por parte de la población 
en la elaboración y ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y los demás programas 
que genere el Sistema, la iniciativa faculta al Ejecutivo Federal para determinar las 
formalidades y términos a que deberá sujetarse la participación y consulta de los 
diversos grupos sociales, observando en cada caso las disposiciones legales que resulten 
aplicables.

En el Capítulo Cuarto se establecen las características y elementos esenciales del Plan 
y los programas derivados de las actividades del Sistema Nacional de Planeación 
Democrática.

El Plan Nacional de Desarrollo expresará el compromiso general en materia de 
desarrollo económico y social que asuma el Titular del Ejecutivo Federal para el período 
que le corresponda y deberá formularse, aprobarse y publicarse durante los primeros 
seis meses de su administración. Esta disposición es congruente con la necesidad de 
contar oportunamente con las definiciones fundamentales que normarán la acción 
administrativa pública.

En el ámbito de la Administración Pública Federal, la categoría de plan queda reservada 
al Plan Nacional de Desarrollo. El Plan sirve de marco de referencia para la elaboración 
de todos los documentos de planeación que se generen en el período correspondiente; 
contiene estimaciones sobre los recursos, instrumentos y responsables que el país podrá 
asignar y dedicar para su desarrollo, así como señalamientos fundamentales para el 
conjunto de las políticas orientadas a lograr el desarrollo nacional.
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A partir de este marco normativo, se elaborarán los programas sectoriales, institucionales, 
regionales y especiales, que expresamente determine el Presidente de la República. 
Ellos constituyen, respecto a los sectores administrativos, las entidades paraestatales, 
las regiones entre los propios sectores, documentos rectores de política y acción de 
mediano plazo de las actividades de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal. Detallan, en sus correspondientes ámbitos, los contenidos del Plan 
Nacional de Desarrollo y deberán observar plena congruencia con él.

Los programas anuales, que deberán elaborar todas las dependencias y entidades, 
definirán las diferentes acciones que han de realizarse en el corto plazo para ejecutar 
el Plan Nacional de Desarrollo y los programas sectoriales, institucionales, regionales 
y especiales. Estos programas anuales tendrán un carácter integral, al considerar 
los aspectos administrativos y de política económica y social que correspondan a la 
dependencia o entidad de que se trate, así como las acciones objeto de coordinación 
con los gobiernos de los estados y de inducción o concertación con los grupos sociales 
interesados.

La iniciativa prevé que los proyectos de presupuesto de egresos, las iniciativas de leyes 
de ingresos y la aplicación de los instrumentos de política económica, que regulan 
e inducen los comportamientos económicos de la comunidad y apoyan o fomentan 
actividades del sector público, traduzcan los objetivos y prioridades del Plan y los 
programas. Ello permitirá dar congruencia a los instrumentos de desarrollo económico 
y social bajo la responsabilidad del Estado.

Dichos objetivos y prioridades se observarán por la Administración Pública Federal 
en la celebración de convenios con los gobiernos de las entidades federativas y en la 
concertación de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representaciones 
de los grupos sociales o con los particulares interesados.

Con relación a la organización federal de la República, nos hemos fijado el propósito 
fundamental de avanzar en la coordinación de las tareas de interés común que 
corresponden a los Ejecutivos Federales y Locales, a fin de fortalecer conjuntamente el 
Sistema Federal que establece nuestra Constitución, y de lograr el desarrollo armónico 
de los diversos estados y regiones del país; todo ello, considerando la participación que 
debe corresponder a los municipios y las opiniones de los grupos sociales interesados.

La iniciativa de ley que proponemos pretende consolidar los avances en la vertiente 
de coordinación. Para ello se propone, en capítulo especial, regular las relaciones de 
coordinación para la planeación entre la federación y los estados y municipios.

En este sentido se atiende a la consideración de que el proyecto de Ley plantea un 
esquema de planeación de ámbito federal. En consecuencia, se asume la plena libertad 
de los gobiernos estatales y autoridades municipales, conforme a sus competencias, de 
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llevar a cabo la planeación del desarrollo en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, 
pero se prevé la posibilidad y conveniencia de que el Ejecutivo Federal acuerde con los 
gobiernos estatales y, a través de éstos, con las autoridades municipales, su participación 
en aquellos aspectos de la planeación nacional que los atañen directamente, para 
coadyuvar a la consecución de los objetivos y prioridades nacionales, al fortalecimiento 
de las tareas de planeación del desarrollo de los estados y municipios, y a la congruencia 
que debe caracterizar la determinación de propósitos comunes.

En el Capítulo Sexto, de concertación e inducción, se establecen las bases para la concertación 
entre el sector público y las representaciones de los grupos sociales o los particulares 
interesados, de las acciones planeadas y programadas, a través de contratos o convenios que 
serán de carácter administrativo, al considerarlos la iniciativa, como de derecho público. 
Ello permitirá que las estipulaciones contenidas en estos instrumentos sean congruentes con 
su propio objetivo y preserven el interés general de que están investidos.

Finalmente la iniciativa contempla un Capítulo de Responsabilidades, cuyo objetivo 
general es el de procurar la observancia de la ley y la consecución de sus propósitos últimos. 
Las medidas disciplinarias y sanciones que se prevén, son congruentes y compatibles con 
la naturaleza de la función pública que los destinatarios tienen encomendada y pretenden 
garantizar el adecuado desempeño de las tareas que regula la ley.

Para asegurar la oportuna y adecuada ejecución de los compromisos contraídos en los 
términos de la propia ley entre la Federación y los Estados, se establece que el Ejecutivo 
Federal propondrá a los gobiernos locales que los convenios relativos incluyan 
sanciones por su incumplimiento, previendo, conforme al orden constitucional que nos 
rige, el que las controversias que puedan surgir de los propios convenios sean resueltas 
por el órgano superior del Poder Judicial de la Federación.

DECRETO

“El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, decreta:

LEY DE PLANEACIÓN

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones Generales

Artículo 1º.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social y 
tienen por objeto establecer:

I. 	 Las normas y principios básicos conforme a los cuales se llevará a cabo 
la Planeación Nacional del Desarrollo y encauzar, en función de ésta, las 
actividades de la Administración Pública Federal;
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II. 	 Las bases de integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Planeación 
Democrática;

III. 	 Las bases para que el Ejecutivo Federal coordine sus actividades de planeación 
con las entidades federativas, conforme a la legislación aplicable

IV.	 Las bases para promover y garantizar la participación democrática de los 
diversos grupos sociales así como de los pueblos y comunidades indígenas, 
a través de sus representantes y autoridades, en la elaboración del Plan y los 
programas a que se refiere esta Ley, y

V. 	 Las bases para que las acciones de los particulares contribuyan a alcanzar los 
objetivos y prioridades del Plan y los programas.

Artículo 2º.- La planeación deberá llevarse a cabo como un medio para el eficaz 
desempeño de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo integral y sustentable 
del país y deberá tender a la consecución de los fines y objetivos políticos, sociales, 
culturales y económicos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Para ello, estará basada en los siguientes principios:

I. 	 El fortalecimiento de la soberanía, la independencia y autodeterminación 
nacionales, en lo político, lo económico y lo cultural;

II. 	 La preservación y el perfeccionamiento del régimen democrático, republicano, 
federal y representativo que la constitución establece; y la consolidación de 
la democracia como sistema de vida, fundado en el constante mejoramiento 
económico, social y cultural del pueblo, impulsando su participación activa 
en el planeación y ejecución de las actividades del gobierno;

III. 	 La igualdad de derechos, la atención de las necesidades básicas de la 
población y la mejoría, en todos los aspectos, de la calidad de la vida, para 
lograr una sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para 
el desarrollo de la población;

IV. 	 El respeto irrestricto de las garantías individuales, y de las libertades y 
derechos sociales y políticos;

V. 	 El fortalecimiento del pacto federal y del Municipio libre, para lograr un desarro-
llo equilibrado del país, promoviendo la descentralización de la vida nacional; y

VI. 	 El equilibrio de los factores de la producción, que proteja y promueva el 
empleo; en un marco de estabilidad económica y social.

Artículo 3º.- Para los efectos de esta Ley se entiende por planeación nacional de 
desarrollo la ordenación racional y sistemática de acciones que, en base al ejercicio de las 
atribuciones del Ejecutivo Federal en materia de regulación y promoción de la actividad 
económica, social, política, cultural, de protección al ambiente y aprovechamiento 
racional de los recursos naturales, tiene como propósito la transformación de la 
realidad del país, de conformidad con las normas, principios y objetivos que la propia 
Constitución y la ley establecen.
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Mediante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrategias y prioridades; se 
asignarán recursos, responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones 
y se evaluarán resultados.

Artículo 4º.- Es responsabilidad del Ejecutivo Federal conducir la planeación nacional 
del desarrollo con la participación democrática de los grupos sociales, de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 5º.- El Presidente de la República remitirá el Plan al Congreso de la Unión 
para su examen y opinión. En el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales 
y en las diversas ocasiones previstas por esta Ley, el Poder Legislativo formulará, 
asimismo, las observaciones que estime pertinentes durante la ejecución, revisión y 
adecuaciones del propio Plan.

Artículo 6º.- El Presidente de la República, al informar ante el Congreso de la Unión 
sobre el estado general que guarda la administración pública del país, hará mención 
expresa de las decisiones adoptadas para la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo 
y los Programas Sectoriales.

En el mes de marzo de cada año, el Ejecutivo remitirá a la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión el informe de las acciones y resultados de la ejecución del plan y 
los programas a que se refiere el párrafo anterior, incluyendo un apartado específico con 
todo lo concerniente al cumplimiento de las disposiciones del artículo 2 Constitucional 
en materia de derechos y cultura indígena.

El contenido de las Cuentas anuales de la Hacienda Pública Federal y del Departamento 
del Distrito Federal deberá relacionarse, en lo conducente, con la información a que 
aluden los dos párrafos que anteceden, a fin de permitir a la Cámara de Diputados 
el análisis de las cuentas, con relación a los objetivos y prioridades de la Planeación 
Nacional referentes a las materias objeto de dichos documentos.

Artículo 7º.- El Presidente de la República, al enviar a la Cámara de Diputados las 
iniciativas de leyes de Ingresos y los proyectos de Presupuesto de Egresos, informará 
del contenido general de dichas iniciativas y proyectos y su relación con los programas 
anuales que, conforme a lo previsto en el Artículo 27 de esta ley, deberán elaborarse 
para la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo.

Artículo 8º.- Los Secretarios de Estado y los Jefes de los Departamentos Administrativos, 
al dar cuenta anualmente al Congreso de la Unión del estado que guardan sus respectivos 
ramos, informarán del avance y grado de cumplimiento de los objetivos y prioridades 
fijados en la planeación nacional que, por razón de su competencia, les correspondan y 
de los resultados de las acciones previstas.
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Informarán también sobre el desarrollo y los resultados de la aplicación de los 
instrumentos de política económica, social y ambiental, en función de dichos objetivos 
y prioridades.

En su caso, explicarán las desviaciones ocurridas y las medidas que se adopten para 
corregirlas.

Los funcionarios a que alude el primer párrafo de este artículo y los Directores y 
Administradores de las entidades paraestatales que sean citados por cualquiera de 
las Cámaras para que informen cuando se discuta una ley o se estudie un negocio 
concerniente a sus respectivos ramos o actividades, señalarán las relaciones que hubiere 
entre el proyecto de Ley o negocio de que se trate y los objetivos de la planeación 
nacional, relativos a la dependencia o entidades a su cargo.

Artículo 9º.- Las dependencias de la administración pública centralizada deberán 
planear y conducir sus actividades con sujeción a los objetivos y prioridades de la 
planeación nacional de desarrollo, a fin de cumplir con la obligación del Estado de 
garantizar que éste sea integral y sustentable.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a las entidades de la administración 
pública paraestatal. A este efecto, los titulares de las Secretarías de Estado y 
Departamentos Administrativos, proveerán lo conducente en el ejercicio de las 
atribuciones que como coordinadores de sector les confiere la ley.

El Ejecutivo Federal establecerá un Sistema de Evaluación y Compensación por el 
Desempeño para medir los avances de las dependencias de la Administración Pública 
Federal centralizada en el logro de los objetivos y metas del Plan y de los programas 
sectoriales que se hayan comprometido a alcanzar anualmente y para compensar y 
estimular el buen desempeño de las unidades administrativas y de los servidores públicos.

Artículo 10.- Los proyectos de iniciativas de leyes y los reglamentos, decretos y 
acuerdos que formule el Ejecutivo Federal, señalarán las relaciones que, en su caso, 
existan entre el proyecto de que se trate y el Plan y los programas respectivos.

Artículo 11.- En caso de duda sobre la interpretación de las disposiciones de esta Ley, 
se estará a lo que resuelva, para efectos administrativos, el Ejecutivo Federal, por 
conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto.

CAPÍTULO SEGUNDO
Sistema Nacional de Planeación Democrática

Artículo 12.- Los aspectos de la Planeación Nacional del Desarrollo que correspondan 
a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal se llevarán a cabo, 
en los términos de esta Ley, mediante el Sistema Nacional de Planeación Democrática.
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Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal formarán parte del 
Sistema, a través de las unidades administrativas que tengan asignadas las funciones de 
planeación dentro de las propias dependencias y entidades.

Artículo 13.- Las disposiciones reglamentarias de esta Ley establecerán las normas 
de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Planeación Democrática 
y el proceso de planeación a que deberán sujetarse las actividades conducentes a la 
formulación, instrumentación, control y evaluación del Plan y los programas que se 
refiere este ordenamiento.

Artículo 14.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá las siguientes 
atribuciones:

I. 	 Coordinar las actividades de Planeación Nacional del Desarrollo;
II. 	 Elaborar el Plan Nacional de Desarrollo, tomando en cuenta las propuestas de 

las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de los 
gobiernos de los Estados, así como los planteamientos que se formulen por 
los grupos sociales y por los pueblos y comunidades indígenas interesados:

III. 	 Proyectar y coordinar la planeación regional con la participación que 
corresponda a los gobiernos estatales y municipales; así como consultar 
a los grupos sociales y los pueblos indígenas y, en su caso, incorporar las 
recomendaciones y propuestas que realicen; y elaborar los programas 
especiales que señale el Presidente de la República;

IV. 	 Cuidar que el Plan y los programas que se generen en el Sistema, mantengan 
congruencia en su elaboración y contenido;

V. 	 Coordinar las actividades que en materia de investigación y capacitación para 
la planeación realicen las dependencias de la Administración Pública Federal;

VI. 	 Elaborar los programas anuales globales para la ejecución del Plan y los 
programas regionales y especiales, tomando en cuenta las propuestas que para 
el efecto realicen las dependencias coordinadoras de sector, y los respectivos 
gobiernos estatales; y

VII. 	 Verificar, periódicamente, la relación que guarden los programas y 
presupuestos de las diversas dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, así como los resultados de su ejecución, con los objetivos y 
prioridades del Plan y los programas regionales y especiales a que se refiere 
esta Ley, a fin de adoptar las medidas necesarias para corregir las desviaciones 
detectadas y reformar, en su caso, el Plan y los programas respectivos.

Artículo 15.- A la Secretaría de Hacienda y Crédito Público le corresponde:

I. 	 Participar en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo, respecto de la 
definición de las políticas financiera, fiscal y crediticia;
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II. 	 Proyectar y calcular los ingresos de la Federación y de las entidades 
paraestatales, considerando las necesidades de recursos y la utilización del 
crédito público, para la ejecución del Plan y los programas;

III. 	 Procurar el cumplimiento de los objetivos y prioridades del Plan y los 
programas, en el ejercicio de sus atribuciones de planeación, coordinación, 
evaluación y vigilancia del Sistema Bancario.

IV. 	 Verificar que las operaciones en que se haga uso del crédito público prevean 
el cumplimiento de los objetivos y prioridades del Plan y los programas; y

V. 	 Considerar los efectos de la política monetaria y crediticia, así como de 
los precios y tarifas de los bienes y servicios de la Administración Pública 
Federal, en el logro de los objetivos y prioridades del Plan y los programas.

	
Artículo 16.- A las dependencias de la Administración Pública Federal les corresponde:

I. 	 Intervenir respecto de las materias que les competan, en la elaboración del 
Plan Nacional de Desarrollo, observando siempre las variables ambientales, 
económicas, sociales y culturales que incidan en el desarrollo de sus facultades;

II. 	 Coordinar el desempeño de las actividades que en materia de planeación 
correspondan a las entidades paraestatales que se agrupen en el sector que, 
conforme a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, determine 
el Presidente de la República.

III. 	 Elaborar programas sectoriales, tomando en cuenta las propuestas que 
presenten las entidades del sector y los gobiernos de los estados, así como las 
opiniones de los grupos sociales y de los pueblos y comunidades indígenas 
interesados;

IV. 	 Asegurar la congruencia de los programas sectoriales con el Plan y los 
programas regionales y especiales que determine el Presidente de la República.

V. 	 Elaborar los programas anuales para la ejecución de los programas sectoriales 
correspondientes;

VI. 	 Considerar el ámbito territorial de las acciones previstas en su programa, 
procurando su congruencia con los objetivos y prioridades de los planes y 
programas de los gobiernos de los estados;

VII. 	 Vigilar que las entidades del sector que coordinen conduzcan sus 
actividades conforme al Plan Nacional de Desarrollo y al programa sectorial 
correspondiente, y cumplan con lo previsto en el programa institucional a que 
se refiere el Artículo 17, fracción II; y

VIII. 	Verificar periódicamente la relación que guarden los programas y presupuestos 
de las entidades paraestatales del sector que coordinen, así como los resultados 
de su ejecución, con los objetivos y prioridades de los programas sectoriales, a 
fin de adoptar las medidas necesarias para corregir las desviaciones detectadas 
y reformar, en su caso, los programas respectivos.
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Artículo 17.- Las entidades paraestatales deberán:

I. 	 Participar en la elaboración de los programas sectoriales, mediante la 
presentación de las propuestas que procedan con relación a sus funciones y 
objeto observando siempre las variables ambientales, económicas, sociales y 
culturales que incidan en el desarrollo de éstos;

II. 	 Cuando expresamente lo determine el Ejecutivo Federal, elaborar su 
respectivo programa institucional, atendiendo a las previsiones contenidas 
en el programa sectorial correspondiente observando siempre las variables 
ambientales, económicas, sociales y culturales respectivas;

III. 	 Elaborar los programas anuales para la ejecución de los programas sectoriales 
y, en su caso, institucionales;

IV. 	 Considerar el ámbito territorial de sus acciones, atendiendo las propuestas 
de los gobiernos de los estados, a través de la dependencia coordinadora de 
sector, conforme a los lineamientos que al efecto señale esta última;

V. 	 Asegurar la congruencia del programa institucional con el programa sectorial 
respectivo;

VI. 	 Verificar periódicamente la relación que guarden sus actividades, así como 
los resultados de su ejecución con los objetivos y prioridades del programa 
institucional.

Artículo 18.- La Secretaría de la Contraloría de la Federación deberá aportar elementos 
de juicio para el control y seguimiento de los objetivos y prioridades del Plan y los 
programas.

Artículo 19.- El Presidente de la República podrá establecer comisiones intersecretariales 
para la atención de actividades de la planeación nacional que deban desarrollar 
conjuntamente varias Secretarías de Estado o Departamentos Administrativos.

Estas comisiones podrán, a su vez, contar con subcomisiones para la elaboración de 
programas especiales que el mismo Presidente determine.

Las entidades de la Administración Pública Paraestatal podrán integrarse a dichas 
comisiones y subcomisiones, cuando se trate de asuntos relacionados con su objeto.

CAPÍTULO TERCERO
Participación Social en la Planeación

Artículo 20.- En el ámbito del Sistema Nacional de Planeación Democrática tendrá 
lugar la participación y consulta de los diversos grupos sociales, con el propósito de 
que la población exprese sus opiniones para la elaboración, actualización y ejecución 
del Plan y los programas a que se refiere esta Ley.
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Las organizaciones representativas de los obreros, campesinos, pueblos y grupos 
populares; de las instituciones académicas, profesionales y de investigación de 
los organismos empresariales; y de otras agrupaciones sociales, participarán como 
órganos de consulta permanente en los aspectos de la planeación democrática 
relacionados con su actividad a través de foros de consulta popular que al efecto se 
convocarán. Así mismo, participarán en los mismos foros los diputados y senadores 
del Congreso de la Unión.

Las comunidades indígenas deberán ser consultadas y podrán participar en la definición 
de los programas federales que afecten directamente el desarrollo de sus pueblos y 
comunidades.

Para tal efecto, y conforme a la legislación aplicable, en el Sistema deberán preverse 
la organización y funcionamiento, las formalidades, periodicidad y términos a que se 
sujetarán la participación y consulta para la planeación nacional del desarrollo.

Artículo 20 Bis.- En los asuntos relacionados con el ámbito indígena, el Ejecutivo 
Federal consultará, en forma previa, a las comunidades indígenas, para que éstas emitan 
la opinión correspondiente.

CAPÍTULO CUARTO
Plan y Programas

Artículo 21.- El Plan Nacional de Desarrollo deberá elaborarse, aprobarse y publicarse 
dentro de un plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que toma posesión 
el Presidente de la República, y su vigencia no excederá del período constitucional 
que le corresponda, aunque podrá contener consideraciones y proyecciones de más 
largo plazo.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos nacionales, estrategia y 
prioridades del desarrollo integral y sustentable del país contendrá previsiones sobre los 
recursos que serán asignados a tales fines; determinará los instrumentos y responsables 
de su ejecución, establecerá los lineamientos de política de carácter global, sectorial y 
regional; sus previsiones se referirán al conjunto de la actividad económica y social, 
tomando siempre en cuenta las variables ambientales que se relacionen a ésta y regirá 
el contenido de los programas que se generen en el sistema nacional de planeación 
democrática.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de Desarrollo.

Artículo 22.- El Plan indicará los programas sectoriales, institucionales, regionales y 
especiales que deban ser elaborados conforme a este capítulo.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2011, Instituto Nacional de Administración Pública



676 Tomo II. Volumen 2. Génesis y Evolución de la Administración Pública Federal Centralizada

Estos programas observarán congruencia con el Plan, y su vigencia no excederá del 
período constitucional de la gestión gubernamental en que se aprueben, aunque sus 
previsiones y proyecciones se refieran a un plazo mayor.

Artículo 23.- Los programas sectoriales se sujetarán a las previsiones contenidas en 
el Plan y especificarán los objetivos, prioridades y políticas que regirán el desempeño 
de las actividades del sector administrativo de que se trate. Contendrán asimismo, 
estimaciones de recursos y determinaciones sobre instrumentos y responsables de su 
ejecución.

Artículo 24.- Los programas institucionales que deban elaborar las entidades 
paraestatales, se sujetarán a las previsiones contenidas en el Plan y en el programa 
sectorial correspondiente. Las entidades, al elaborar sus programas institucionales, se 
ajustarán, en lo conducente, a la ley que regule su organización y funcionamiento.

Artículo 25.- Los programas regionales se referirán a las regiones que se consideren 
prioritarias o estratégicas, en función de los objetivos nacionales fijados en el Plan, y 
cuya extensión territorial rebase el ámbito jurisdiccional de una entidad federativa.

Artículo 26.- Los programas especiales se referirán a las prioridades del desarrollo 
integral del país, fijados en el plan o a las actividades relacionadas con dos o más 
dependencias coordinadoras de sector.

Artículo 27.- Para la ejecución del plan y los programas sectoriales, institucionales, 
regionales y especiales, las dependencias y entidades elaborarán programas anuales, 
que incluirán los aspectos administrativos y de política económica, social y ambiental 
correspondientes. Estos programas anuales, que deberán ser congruentes entre sí, 
regirán, durante el año de que se trate, las actividades de la administración pública 
federal en su conjunto y servirán de base para la integración de los anteproyectos 
de presupuesto anuales que las propias dependencias y entidades deberán elaborar 
conforme a la legislación aplicable.

Artículo 28.- El Plan y los programas a que se refieren los artículos anteriores 
especificarán las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de los 
estados y de inducción o concertación con los grupos sociales interesados.

Artículo 29.- El Plan y los programas regionales especiales, deberán ser sometidos 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a la consideración y aprobación del 
Presidente de la República.

Los programas sectoriales deberán ser sometidos a la consideración y aprobación del 
Presidente de la República por la dependencia coordinadora del sector correspondiente, 
previo dictamen de la Secretaría de Programación y Presupuesto.
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Los programas institucionales deberán ser sometidos por el órgano de gobierno y 
administración de la entidad paraestatal de que se trate, a la aprobación del titular de la 
dependencia coordinadora del sector.

Si la entidad no estuviere agrupada en un sector específico, la aprobación a que alude el 
párrafo anterior corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 30.- El Plan Nacional de Desarrollo y los programas sectoriales, se publicarán 
en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 31.- El Plan y los programas sectoriales serán revisados con la periodicidad 
que determinen las disposiciones reglamentarias. Los resultados de las revisiones y, en 
su caso, las adecuaciones consecuentes al Plan y los programas, previa su aprobación 
por parte del titular del Ejecutivo, se publicarán igualmente en el Diario Oficial de la 
Federación.

Artículo 32.- Una vez aprobados el Plan y los programas, serán obligatorios para las 
dependencias de la Administración Pública Federal, en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

Conforme a las disposiciones legales que resulten aplicables, la obligatoriedad del Plan 
y los programas será extensiva a las entidades paraestatales Para estos efectos, los 
titulares de las dependencias, en el ejercicio de las atribuciones de coordinadores de 
sector que les confiere la ley, proveerán lo conducente ante los órganos de gobierno y 
administración de las propias entidades.

La ejecución del Plan y los programas podrán concertarse, conforme a esta ley, con las 
representaciones de los grupos sociales interesados o con los particulares.

Mediante el ejercicio de las atribuciones que le confiere la ley, el Ejecutivo Federal 
inducirá las acciones de los particulares y, en general, del conjunto de la población, a 
fin de propiciar la consecución de los objetivos y prioridades del Plan y los programas.

La coordinación en la ejecución del Plan y los programas deberá proponerse a los 
gobiernos de los estados, a través de los convenios respectivos.

Artículo 33.- El Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades 
federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación 
que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional del 
desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución 
de los objetivos de la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la 
Federación y los Estados se planeen de manera conjunta. En todos los casos se deberá 
considerar la participación que corresponda a los municipios.
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Artículo 34.- Para los efectos del artículo anterior, el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas.

I. 	 Su participación en la planeación nacional a través de la presentación de las 
propuestas que estimen pertinentes;

II. 	 Los procedimientos de coordinación entre las autoridades federales, estatales 
y municipales para propiciar la planeación del desarrollo integral de cada 
entidad federativa y de los municipios, y su congruencia con la planeación 
nacional, así como para promover la participación de los diversos sectores de 
la sociedad en las actividades de planeación;

III. 	 Los lineamientos metodológicos para la realización de las actividades de 
planeación, en el ámbito de su jurisdicción;

IV. 	 La elaboración de los programas regionales a que se refiere la fracción III del 
Artículo 14 de este ordenamiento; y

V. 	 La ejecución de las acciones que deban realizarse en cada entidad federativa, 
y que competen a ambos órdenes de gobierno, considerando la participación 
que corresponda a los municipios interesados y a los sectores de la sociedad.

Para este efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público propondrá los 
procedimientos conforme a los cuales se convendrá la ejecución de estas acciones, 
tomando en consideración los criterios que señalen las dependencias coordinadoras de 
sector, conforme a sus atribuciones.

Artículo 35.- En la celebración de los convenios a que se refiere este capítulo, el 
Ejecutivo Federal definirá la participación de los órganos de la Administración Pública 
centralizada que actúen en las entidades federativas, en las actividades de planeación 
que realicen los respectivos gobiernos de las entidades.

Artículo 36.- El Ejecutivo Federal ordenará la publicación, en el Diario Oficial de 
la Federación, de los convenios que se suscriban con los gobiernos de las entidades 
federativas.

CAPÍTULO SEXTO
Concertación e Inducción

Artículo 37.- El Ejecutivo Federal, por sí o a través de sus dependencias, y las entidades 
paraestatales, podrán concertar la realización de las acciones previstas en el Plan y 
los programas, con las representaciones de los grupos sociales o con los particulares 
interesados.

El Ejecutivo Federal podrá signar convenios de concertación de acciones con las 
comunidades indígenas, en todos aquellos asuntos que se consideren pertinentes y de 
conformidad con lo establecido en las leyes que rijan en la materia de que se trate.
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Artículo 38.- La concertación a que se refiere el artículo anterior será objeto de 
contratos o convenios de cumplimiento obligatorio para las partes que lo celebren, 
en los cuales se establecerán las consecuencias y sanciones que se deriven de su 
incumplimiento, a fin de asegurar el interés general y garantizar su ejecución en 
tiempo y forma.

Artículo 39.- Los contratos y convenios que se celebren conforme a este capítulo se 
consideran de Derecho Público.

Las controversias que se susciten con motivo de la interpretación y cumplimiento de 
estos contratos y convenios, serán resueltos por los tribunales federales.

Artículo 40.- Los proyectos de Presupuesto de Egresos de la Federación y del 
Departamento del Distrito Federal; los programas y presupuestos de las entidades 
paraestatales no integrados en los proyectos mencionados; las iniciativas de las leyes de 
ingresos, los actos que las dependencias de la administración pública federal realicen 
para inducir acciones de los sectores de la sociedad, y la aplicación de los instrumentos 
de política económica, social y ambiental, deberán ser congruentes con los objetivos y 
prioridades del plan y los programas a que se refiere esta Ley.

El propio Ejecutivo Federal y las entidades paraestatales observarán dichos objetivos y 
prioridades en la concertación de acciones previstas en el Plan y los programas, con las 
representaciones de los grupos sociales o con los particulares interesados.

Artículo 41.- Las políticas que normen el ejercicio de las atribuciones que las leyes 
confieran al Ejecutivo Federal para fomentar, promover, regular, restringir, orientar, 
prohibir, y, en general, inducir acciones de los particulares en materia económica, 
social y ambiental, se ajustarán a los objetivos y prioridades del plan y los programas.

CAPÍTULO SÉPTIMO
Responsabilidades

Artículo 42.- A los funcionarios de la Administración Pública Federal, que en el 
ejercicio de sus funciones contravengan las disposiciones de esta Ley, las que de ella 
se deriven a los objetivos y prioridades del Plan y los programas, se les impondrán 
las medidas disciplinarias de apercibimiento o amonestación, y si la gravedad de la 
infracción lo amerita, el titular de la dependencia o entidad podrá suspender o remover 
de su cargo al funcionario responsable.

Los propios titulares de las dependencias y entidades promoverán ante las autoridades 
que resulten competentes, la aplicación de las medidas disciplinarias a que se refiere 
esta disposición.
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Artículo 43.- Las responsabilidades a que se refiere la presente Ley son independientes 
de las de orden civil, penal u oficial que se puedan derivar de los mismos hechos.

Artículo 44.- El Ejecutivo Federal en los convenios de coordinación que suscriba con 
los gobiernos de las entidades federativas, propondrá la inclusión de una cláusula en la 
que se prevean medidas que sancionen el incumplimiento del propio convenio y de los 
acuerdos que del mismo se deriven.

De las controversias que surjan con motivo de los mencionados convenios, conocerá 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos del Artículo 105 de la 
Constitución General de la República.

TRANSITORIOS

Artículo Tercero.- Se abroga la Ley sobre Planeación General de la República del 12 
de julio de 1930 publicada en el Diario Oficial de la Federación de la misma fecha, y se 
derogan las demás disposiciones legales que se opongan a la presente.

Artículo Cuarto.- En tanto se expiden las disposiciones reglamentarias de esta Ley, 
continuarán aplicándose las que sobre la materia, se hubieren expedido con anterioridad, 
en todo lo que no se opongan a este ordenamiento.

Artículo Quinto.- Una vez publicada la presente Ley, el Ejecutivo Federal deberá 
proceder a efectuar una revisión de las disposiciones legales que se encuentren vigentes 
en materia de planeación del desarrollo, a efecto de formular, de ser procedente, las 
iniciativas que resulten necesarias.
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